D 2121-08/09

PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES
LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

RESUELVE:
Dirigirse al Sr. Gobernador de la Provincia, a los efectos quiera tener a bien por intermedio de quien corresponda, en forma escrita y con carácter de muy urgente, producir información acerca del DECRETO 843/08 de fecha 8 de mayo del corriente, mediante el cual se dispone la modificación de disposiciones del Reglamento de Contrataciones, que resultarían en sentido contrario al derecho administrativo vigente e, informe:


1º -Fundamentos políticos tomados en cuenta para la elevación de los montos de los arts. 1º a 4º, atento que no ha variado sustancialmente el índice inflacionario, según los propios datos del Gobierno Nacional, como modificación del artículo 5º y sin efecto del artículo 6º, todo del Decreto 843/08,  y de las razones de oportunidad y conveniencia, atento al ambiguo fundamente esgrimido.


2º -Remita copia del expediente nº 2100-32053/08.


3º - Toda otra información que estime necesario para esclarecer al Pueblo de la Provincia, sobre las facultades extraordinarias se atribuye los distintos organismos de la Administración Provincial en el citado acto administrativo.

FUNDAMENTOS
Atento a las disposiciones normativas dispuestas por el Departamento Ejecutivo mediante el DECRETO nº 843/08, de fecha 6 de mayo del corriente, que modifica las existentes hasta el presente,  en contradicción a los principios de contralor de los actos de gobierno al poner en manos de funcionarios a cargo de organismos, facultades cuasi extraordinarias en el manejo del dinero público, se hace necesario poner de manifiesto nuestra inquietud al respecto, entendiéndose un abuso de la posición dominante.


    Efectivamente el DECRETO 3300/72,  REGLAMENTO DE CONTRATACIONES, ha sido modificado continuamente en forma contraria a los principios administrativos que establecen el control de los actos que emanan del Departamento Ejecutivo, por el DECRETO 89/07, 388/07, 787/07  y 3502/07, solamente en el término del año pasado.


Ahora la norma recientemente implementada hace entrar en franca contradicción, a disposiciones de la CONTADURIA GENERAL DE LA PROVINCIA, como lo es a modo de ejemplo, la RESOLUCION nº 990/07 de fecha 23 de octubre del 2007, es decir solamente unos seis meses atrás, se decía desde ese organismo, en sus fundamentos, especialmente del Artículo 94 del Reglamento:


“ …el proyecto de resolución elevado por el señor Secretario Legal y Técnico, Aldo Marcelo Azar, por el que se regula el RÉGIMEN DE INSCRIPCIÓN DE PROVEEDORES Y LICITADORES DEL ESTADO y el TRÁMITE DE INSCRIPCIÓN respectivo ante el Registro de Proveedores y Licitadores del Estado; y CONSIDERANDO: Que transcurridos más de cinco años desde el dictado de la Resolución 803/01, se impone una revisión de dicha normativa a los fines de lograr la celeridad de los trámites y de evitar duplicidad en los recaudos exigidos para la inscripción cuando ellos hayan sido requeridos en otras instancias administrativas.


“… el decreto 89/07 impuso como inciso g) del artículo 94, el requisito consistente en acreditar antigüedad mínima en la prestación de servicios o de insumos para las empresas intermediarias del proceso de comercialización. Por ello, el art. 7 regula la modalidad de cumplir con ese recaudo mediante las habilitaciones municipales, certificaciones contables o constancias de los Colegios o Consejos Profesionales que acrediten tal extremo.”

Esta última disposición, es ampliada en sus conceptos, en el párrafo que dice: 

“Que uno de los objetivos planteados para la actividad registral versa sobre la calificación de la capacidad patrimonial de los proveedores y licitadores, en tanto ello constituirá una herramienta fundamental para la toma de decisiones en materia de contrataciones y permite sentar las bases para la categorización de aquéllos alcanzados por las preferencias fijadas en el decreto 1009/05. 


Asimismo el artículo 93 del Reglamento de Contrataciones faculta a la Contaduría General a requerir los informes y documentaciones que considere necesarios para la registración, lo que se ha venido haciendo efectivo a partir de la exigencia impuesta a los interesados de acreditar el cumplimiento de la documentación comercial obligatoria (conf. arts. 43 y siguientes del Código de Comercio, y arts. 61 y siguientes de la ley 19550 t.o.).


Continúa en su redacción: 


“En base a tales recaudos se proyecta una norma reglamentaria por la cual se regule esa obligación, se prevean las excepciones en función de los controles que la Comisión Nacional de Valores u otros organismos de fiscalización realicen a las sociedades comprendidas en el artículo 299 de la ley 19550 y t.o., y se califique a los inscriptos según su capacidad patrimonial.


Aclara seguidamente: 


“Se utiliza a tales efectos el criterio de “facturación anual” que a sido el seguido por el Banco Central de la República Argentina para calificar a las PyMES y parcialmente en la reglamentación de la ley 11936 a través de las diversas resoluciones del Ministerio de Producción el decreto. En tal sentido se prevén cuatro categorías; 1) sin capacidad patrimonial acreditada; 2) con capacidad de microempresa; 3) con capacidad de pequeña y mediana empresa, siguiéndose en estos puntos a los parámetros fijados por el decreto 4582/98 y las resoluciones del Ministro de Producción relativos a la calificación de esas unidades productivas, sin perjuicio de la regulación específica en materia de Pymes que se realice en el futuro o las certificaciones extendidas por las autoridades de aplicación en las jurisdicciones de origen de cada inscripto; y 4) con capacidad plena para aquellos proveedores cuya facturación supere los topes fijados por el BCRA para los proveedores de servicios en la Comunicación “A” 3793 del año 2002, o se trate de una sociedad alcanzada por el artículo 299 de la ley 19550 t.o. Que el art. 99 del Reglamento de Contrataciones prevé la inscripción de las empresas y organismos estatales o con participación estatal, bajo un régimen diferencial que no ha sido contemplado por ese cuerpo normativo. Corresponde por consiguiente establecer las disposiciones del art. 95 que resulten aplicables a esas entidades para proceder a su inscripción, lo que se proyecta a través del artículo 10, con exclusión de aquéllas que no sean idóneas dada la índole estatal que reconocen.


En consecuencia, la supresión dispuesta en su artículo 6º del inciso “g” del Artículo 94 del Código de Contrataciones, resulta a total contrapelo de la realidad, ante la posibilidad que empresas fantasmas sean constituidas de la noche a la mañana, comiencen a operar como proveedoras del estado, sin ningún tipo de antecedentes, con un potencial perjuicio para las arcas estatales.


   Por eso entendemos, ha variado sustancialmente el régimen existente, hecho que no otorga seguridad jurídica alguna a quienes desean participar en contrataciones con el Estado Provincial, al cambiar sistemáticamente de reglas claras para ello, como que los montos establecidos en los Artículos 1º, 2º, 3º, 4º, del Decreto 843/08 ponen en mano de funcionarios fondos públicos excesivamente elevados, que en nada se condicen con el espíritu del derecho vigente,

La disposición de su artículo 5º, autoriza arbitrariamente a la autoridad en la competencia de  publicidad oficial, a contratar en forma directa, por lo que es dable mediante su interpretación literal, darse el hecho de aprobar toda contratación por esa vía, sea cual fuera el monto, lo que altera de por si la normativa de la Ley 7764/71 Ley de Contabilidad, hecho que convertiría al decreto en inconstitucional.

Llama poderosamente la atención, de la congruencia ideológica con distintos actos administrativos de carácter general, que se vienen produciendo desde la asunción del Sr. Gobernador Daniel Scioli, en el sentido de limitar las posibilidades de contralor administrativo y otorgar facultades extraordinarias a sus funcionarios, en materia de recursos públicos.


Por ello, se hace necesario ser acompañados en el presente proyecto de solicitud de informes, para su pronto tratamiento y resolución.
